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salvo los casos de transportes turísticos expresa-
mente exceptuados.

7.o El transporte exclusivo de las mercancías
para las que se hallen autorizados los vehículos,
en aquellos casos en que se haya otorgado la auto-
rización con dicha especificidad.

8.o El ejercicio de la autorización concedida a
la empresa transportista dentro del límite máximo
de volumen del transporte permitido.

9.o Las limitaciones específicas establecidas en
la autorización con relación a los vehículos que
hayan de utilizarse para el transporte y, en su caso,
con la capacidad de carga u otras características
de los mismos.

10. La contratación global de la capacidad del
vehículo en los transportes públicos discrecionales
de viajeros, salvo las excepciones establecidas en
el presente Reglamento.

11. La prestación del servicio con el vehículo
al que esté referida la autorización y el cumplimien-
to por éste de las condiciones técnicas y de segu-
ridad exigibles.

4. Se consideran condiciones esenciales de las
autorizaciones habilitantes para el ejercicio de las
actividades de agencia de transporte, transitario y
almacenista-distribuidor:

1.o El mantenimiento de los requisitos estable-
cidos en el artículo 42 de la LOTT.

2.o La realización de la actividad de forma habi-
tual, y por la persona física o jurídica autorizada.

3.o La realización de la actividad de interme-
diación en calidad de comisionista en nombre
propio, contratando en su propio nombre con los
cargadores o usuarios y los titulares de autoriza-
ciones de transporte, asumiendo frente a aquéllos
la posición de transportista y frente a éstos las obli-
gaciones y responsabilidades propias del cargador.

4.o La realización de la actividad en los locales
autorizados.

5.o La comunicación a la Administración de la
apertura de sucursales o locales auxiliares, así como
el cumplimiento de los requisitos exigibles en rela-
ción con aquéllos.

6.o La prestación del servicio con porteadores
autorizados para el tipo de transporte de que se
trate.

5. Se consideran condiciones esenciales de las
autorizaciones o concesiones de las demás acti-
vidades auxiliares y complementarias del transporte
aquellos aspectos que configuren la naturaleza de
la actividad de que se trate y delimiten su ámbito,
además del ejercicio de la actividad por el titular
de la autorización, y el mantenimiento de los requi-
sitos exigidos para su otorgamiento y realización;
pudiendo el Ministro de Fomento realizar las con-
creciones que, en su caso, resulten precisas.»

Disposición adicional única. Reducción del porcentaje
del precio del transporte turístico sobre el regular de
uso general coincidente con aquél.

Por Orden del Ministro de Fomento, oído el Consejo
Nacional de Transportes Terrestres y el Comité Nacional
del Transporte por Carretera, podrá reducirse el porcen-
taje en que el precio del transporte turístico ha de superar
al del regular de uso general coincidente, cuando las
circunstancias del mercado así lo aconsejen.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa
singular.

Queda derogado el apartado 5 del artículo 288 del
Reglamento de la Ley de Ordenación de los Transportes
Terrestres.

Dado en Madrid a 3 de diciembre de 1999.

JUAN CARLOS R.

El Ministro de Fomento,

RAFAEL ARIAS-SALGADO MONTALVO

COMUNIDAD AUTÓNOMA
DE ANDALUCÍA

24069 LEY 10/1999, de 18 de noviembre, por la
que se autoriza la enajenación del inmueble
denominado «Palacio de Miramar», sito en
Málaga, paseo de Reding, sin número.

EL PRESIDENTE DE LA JUNTA DE ANDALUCÍA

A todos los que la presente vieren, sabed:

Que el Parlamento de Andalucía ha aprobado y yo,
en nombre del Rey y por la autoridad que me confieren
la Constitución y el Estatuto de Autonomía, promulgo
y ordeno la publicación de la siguiente

LEY POR LA QUE SE AUTORIZA LA ENAJENACIÓN
DEL INMUEBLE DENOMINADO «PALACIO DE MIRA-
MAR», SITO EN MÁLAGA, PASEO DE REDING, SIN

NÚMERO

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Mediante el Real Decreto 142/1997, de 31 de enero,
se traspasaron las funciones de la Administración del
Estado a la Comunidad Autónoma de Andalucía, en mate-
ria de provisión de medios materiales y económicos para
el funcionamiento de la Administración de Justicia, que
han sido asignadas a la Consejería de Gobernación y
Justicia por Decreto 83/1997, de 13 de marzo.

En la relación de bienes que contiene el citado Real
Decreto 142/1997 se integra el inmueble denominado
«Palacio de Miramar», sito en Málaga, paseo de Reding,
sin número, que se traspasa a la Comunidad Autónoma
en propiedad.

La Administración de la Junta de Andalucía tiene en
proyecto la construcción de una «Ciudad de la Justicia»
en Málaga, destinada a agrupar las diferentes sedes judi-
ciales que actualmente se encuentran dispersas, de for-
ma que permita agilizar el funcionamiento de la Admi-
nistración de Justicia y facilitar las relaciones de los ciu-
dadanos con dicha Administración. Con este objeto, se
ha suscrito un convenio con el Ayuntamiento de Málaga
el 22 de mayo de 1998, en el que, entre otros puntos,
se contempla la cesión por el Ayuntamiento de los terre-
nos necesarios para la ejecución de este proyecto.

Entre las actuales sedes judiciales de Málaga, que
quedarán sin uso una vez culminadas las obras, se
encuentra el citado «Palacio de Miramar». Dicho edificio,
cuya distribución está adaptada al uso judicial, no per-
mite su utilización para otros usos administrativos, si
no es mediante la ejecución de nuevas y cuantiosas
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obras de adecuación. Por ello, se considera conveniente
proceder a su enajenación.

De otro lado, el «Palacio de Miramar» albergó en el
pasado un hotel, por lo que con la enajenación del mismo
la Junta de Andalucía puede ofrecer a la iniciativa privada
la posibilidad de recuperar el edificio como el gran hotel
de Málaga, tan necesario para satisfacer la demanda
turística de la ciudad.

Teniendo en cuenta que el valor de dicho inmueble
supera los mil millones de pesetas, corresponde autorizar
su enajenación al Parlamento de Andalucía, mediante
Ley, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 87 de
la Ley 4/1986, de 5 de mayo, del Patrimonio de la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía.

Asimismo, y como excepción a lo previsto en el
artículo 60 de la citada Ley 4/1986, debe contemplarse
en la presente Ley la posibilidad de que la Comunidad
Autónoma pueda conservar el uso temporal del inmueble
a enajenar mientras se realizan las obras del proyecto
«Ciudad de la Justicia», de Málaga, por el tiempo que
se estipule, dadas las dificultades y el alto coste que
supondría habilitar una sede provisional. Esta previsión
legal se establece en virtud de la competencia exclusiva
en materia patrimonial atribuida a la Comunidad Autó-
noma por el artículo 13.6 del Estatuto de Autonomía.

Finalmente, es necesaria la autorización por Ley para
la afectación de los ingresos obtenidos por la enajena-
ción del inmueble a la financiación de las obras del pro-
yecto «Ciudad de la Justicia», de Málaga, por imperativo
del artículo 16 de la Ley General de la Hacienda Pública
de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

Artículo 1. Autorización para la enajenación.

Se autoriza a la titular de la Consejería de Economía
y Hacienda para la desafectación y posterior enajenación
del inmueble denominado «Palacio de Miramar», sito en
Málaga, paseo de Reding, sin número, pudiendo con-
servar la Comunidad Autónoma de Andalucía el uso tem-
poral del mismo por el tiempo que se estipule.

Artículo 2. Afectación de ingresos.

Los ingresos obtenidos por la enajenación del inmue-
ble citado en el artículo anterior se destinarán a la finan-
ciación de las obras del proyecto «Ciudad de la Justicia»,
de Málaga.

Disposición final primera. Habilitación para desarrollo
y ejecución.

Se faculta al Consejo de Gobierno a dictar las dis-
posiciones necesarias en desarrollo y ejecución de lo
dispuesto en esta Ley.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el «Boletín Oficial de la Junta de
Andalucía».

Sevilla, 18 de noviembre de 1999.
MANUEL CHAVES GONZÁLEZ,

Presidente

(Publicada en el «Boletín Oficial de la Junta de Andalucía» número
140, de 2 de diciembre de 1999.)


